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PUEBLOS INDÍGENAS. SE DEBE GARANTIZAR A LOS CIUDADANOS QUE 
LOS CONFORMAN UN EFECTIVO ACCESO A LA JURISDICCIÓN 
ELECTORAL.- De la interpretación sistemática de los artículos 4, párrafo primero 
y 17, párrafos segundo y tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se advierte que se debe garantizar a los integrantes de los pueblos 
indígenas “el efectivo acceso a la jurisdicción del Estado”, que los tribunales deben 
estar expeditos para impartir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial, así como el 
que se garantice la independencia judicial y la plena ejecución de sus 
resoluciones, lo que obliga a tener un mayor cuidado en la aplicación de las 
causas de improcedencia que se prevén expresamente en la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y las que derivan de la 
normatividad aplicable en la materia. En ese tenor, una intelección cabal del 
enunciado constitucional “efectivo acceso a la jurisdicción del Estado”, debe 
entenderse como el derecho de los ciudadanos que conforman las respectivas 
comunidades indígenas a lo siguiente: a) La obtención de una sentencia de los 
órganos jurisdiccionales del Estado; b) La real resolución del problema planteado; 
c) La motivación y fundamentación de dicha decisión jurisdiccional y, d) La 
ejecución de la sentencia judicial. Esta última conclusión se apunta porque los 
integrantes de dichas comunidades deben tener un acceso real a la jurisdicción 
del Estado, no virtual, formal o teórica, por lo que se debe dispensar una justicia 
en la que se puedan defender sin que se interpongan impedimentos procesales 
por los que indebidamente se prescinda de sus particulares circunstancias, ya que 
la efectividad de la administración de justicia electoral debe traducirse en un actuar 
que sustraiga al ciudadano de esas comunidades de una resolución o sentencia 
alejada de formalismos exagerados e innecesarios, para que, en forma completa y 
real, el órgano jurisdiccional decida materialmente o en el fondo el problema 
planteado. 
 
 
5ta Epoca: 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-
JDC-37/99.—Actores: Herminio Quiñónez Osorio y otro.—10 de febrero de 
2000.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez. 



Secretario: Juan Carlos Silva Adaya.  
 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-
JDC-9167/2011.—Actores: Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad 
responsable: Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán.—2 de 
noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna 
Ramos.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez 
Barrios.  
 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-
JDC-1640/2012.—Actor: Andrés Nicolás Martínez.—Autoridades responsables: 
Sexagésima Primera Legislatura Constitucional del Estado de Oaxaca y otras.—30 
de mayo de 2012.—Unanimidad de votos.—Ponente: Manuel González 
Oropeza.—Secretario: Héctor Rivera Estrada.  
 
 
 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintiséis de junio de dos mil 
trece, aprobó por unanimidad de seis votos la jurisprudencia que antecede y 
la declaró formalmente obligatoria. 
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